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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1104/2019-3
ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

PLENO DE LA COMISÍON ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACION PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y
CODEMANDADA. 
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZALEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO
CASTILLO 
San Luis Potosí, S.L.P., tres de julio de dos mil veinte.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1104/2019-3 promovido por ********** contra actos del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; Pleno a través de la Dirección Jurídica de la misma Comisión; Auditoría Superior del Estado; Secretaría de Finanzas; y Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas; y,
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante auto de fecha treinta de octubre de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; Pleno a través de la Dirección Jurídica de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; Auditoría Superior del Estado; Secretaría de Finanzas; y Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas; por la nulidad del siguiente acto: “El ********** por medio del cual me notifica la autoridad ordenadora, en la cual se aprecia de la simple lectura de la resolución que contiene el acto impugnado, en ningún momento fundamenta su competencia material para su emisión, así como tampoco ostenta las firmas ni autógrafas ni electrónicas. a) De la Autoridad Ordenadora: El Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del treinta de abril de dos mil diecinueve. b) De la Autoridad Ejecutora: La posible orden de requerimiento de la respectiva multa económica por la cantidad de **********”; de lo cual tuvo conocimiento el día cuatro de septiembre de dos mil diecinueve. En el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con auto de diez de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, de lo cual se dio vista a la parte actora para los efectos legales consiguientes; se proveyó sobre las pruebas de las partes, y se ordenó requerir al Director de Informática de la Comisión Estatal de Acceso a la Información Pública y al Director de Tecnologías de la Información de la Comisión Estatal de Acceso a la Información Pública para que rindieran los informes ofrecidos por las partes. Por proveído de catorce de febrero de dos mil veinte se tuvo al Director de Tecnologías de la Información de la Comisión Estatal de Acceso a la Información Pública, por rindiendo los informes ofrecidos como pruebas por las partes; se tuvo al actor por objetando las pruebas ofrecidas por las demandadas, y se fijó fecha y hora para la audiencia final del juicio. La cual se verificó el diecisiete de marzo de dos mil veinte, con asistencia del autorizado de la parte actora, se dio cuenta con las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existen pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por la parte actora; citándose para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVIII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 1º, 2°, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Preceptos legales, que señalan los asuntos de la competencia del Tribunal, entre los cuales se ubica el presente juicio, vinculado con actos o resoluciones emitidas por dependencias, entidades u órganos autónomos de esta entidad federativa, sobre los cuales se ejerce jurisdicción.

Toda vez que se combate la imposición de una multa derivada de la ejecución de medidas de apremio, en términos del artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, el cual señala que en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procederá el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; y en este caso, la parte actora impugna una multa por la cantidad de ********** impuesta como medida de apremio.
Para una mayor comprensión, se transcribe el numeral antes citado:

“Artículo 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.”

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico de conformidad con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación de la notificación que contiene la resolución impugnada de fecha treinta de abril de dos mil diecinueve, dictada en el expediente ********** mediante la cual se impone una multa como medida de apremio, por la cantidad de 1050 (un mil cincuenta) unidades de medida y actualización, consistentes en la cantidad de ********** documento público visible en fojas 25 a 36 de este sumario.
La personalidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues en representación de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, de su Pleno y del Pleno a través de la Dirección Jurídica de ese organismo autónomo, compareció la Presidenta de la CEGAIP, quien para acreditar su personalidad citó la publicación del Periódico Oficial del Estado de fecha veintinueve de junio de dos mil dieciocho, donde la legislatura del Estado mediante Decreto 999, la nombró con tal carácter.

En cuanto a las diversas demandadas, Auditoría Superior del Estado, Secretaría de Finanzas y Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas, sus representantes exhibieron copia certificada del nombramiento con el que comparecen a este juicio de nulidad, documentos visible en fojas 49, 50, 115 y 116 de este expediente.
Documentales anteriores, que adquieren valor probatorio pleno por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y notario públicos, en el desempeño de sus funciones, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha treinta de abril de dos mil diecinueve, dictada por la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en el expediente ********** mediante la cual se impone al actor como medida de apremio, una multa por la cantidad de ********** que corresponde a 1050 (un mil cincuenta) unidades de medida y actualización, notificada al actor con el oficio **********que exhibe la parte actora, de acuerdo con los artículos 233 fracciones IV y IX, y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo en consulta.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que éste órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”
En esa tesitura, se advierte que la Secretaría de Finanzas y la Procuraduría Fiscal de la misma Secretaría, opusieron la excepción de falta de legitimación pasiva, en relación con la causal de sobreseimiento contenida en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señalando que ninguno de los actos impugnados fueron emitidos por esa autoridad, y que tampoco tuvieron intervención en ellos, pues estos fueron atribuidos a la diversa demandada Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; en ese sentido le asiste la razón a esta demandada, pues como señala no emitió ninguno de los actos impugnados en este juicio de nulidad.

Por su parte, la Auditoría Superior del Estado, refiere que lo señalado en los conceptos de impugnación, no pertenecen a esa autoridad y que tampoco tiene el carácter de ejecutor, al no haber recibido de la CEGAIP la resolución ejecutoriada, pues no existe registro de ingreso de la misma. De lo que esta Sala Unitaria, advierte que esta autoridad no tuvo intervención en la emisión de la resolución de fecha treinta de abril de dos mil diecinueve, y que en este juicio de nulidad no existe acto que le sea atribuible.
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria decreta el SOBRESEIMIENTO del presente asunto, solamente en cuanto a las demandadas Secretaría de Finanzas, Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas, y Auditoría Superior del Estado.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechas valer por la diversa demandada Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, o que se deban estudiar de oficio, ni incidentes planteados; y por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación visibles en fojas de 4 a 18 de autos, los que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación, que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.

Al respecto, nos ocuparemos del Primer concepto de impugnación, en el que se duele de indebida fundamentación de la competencia de la autoridad demandada para emitir la resolución impugnada, así como la falta de firmas de quienes la emiten.
Concepto de impugnación que en la parte medular señala lo siguiente:
“PRIMERO.- La resolución impugnada es ilegal... en ningún momento fundamenta su competencia material para su emisión...”

“En primer término, en el oficio impugnado, se aprecia la omisión de firmas autógrafas en original ni electrónica de los integrantes del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública y de quienes dictaron tal resolutivo...”

“...En segundo término, la resolución que se impugna, vulnera en mi perjuicio el contenido del numeral 164 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado...”

“...no fundó debidamente la competencia de esta, ya que por una parte señala y fundamenta diversos artículos y fracciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública... del Reglamento Interior de la CEGAIP y de los lineamientos que determinan el trámite interno para la aplicación de medidas de apremio... sin especificar ni señalar donde se pueden localizar dichos ordenamientos legales,... omitió citar el punto CUARTO del referido Acuerdo...”
“... la resolución emitida tampoco se encuentra debidamente fundada, ya que lo hace con respecto al numeral “tercero fracción III de los “Lineamientos que Determinan el Trámite Interno para la Aplicación de Medidas de Apremio establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”, sin embargo no existe tal fracción III en la que malamente fundamenta lo referente a la imposición de la medida de apremio en mi contra...”
El concepto de impugnación en estudio resulta infundado en una parte y fundado pero inoperante en otra, de acuerdo a lo siguiente:
Efectivamente, resulta infundado el concepto de impugnación en la parte que señala, que la resolución impugnada carece de firmas de quienes la emitieron, pues si bien es cierto, el documento que anexó a su escrito de demanda, no contiene firmas de los integrantes del Pleno de la CEGAIP, también lo es, que al tratase de la notificación de la resolución impugnada, en ella se contiene una transcripción del acto a notificar, de ahí que no se contengan las firmas de quienes lo emiten, sino del notificador habilitado para tal efecto; siendo que la resolución original que se encuentra agregada al expediente ********** contiene las firmas de los integrantes de la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública, lo que se advierte en documento que en copia certificada exhibió la Comisión demanda, visible en fojas 76 a 92 de este sumario, con valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en él, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
Por otro lado, resulta fundado pero inoperante el concepto de impugnación en estudio, en la parte que se duele de que la resolución impugnada se encuentra indebidamente fundada la competencia de la autoridad emisora del acto, al señalar el lineamiento tercero, fracción III de los Lineamientos que Determinan el Trámite Interno para la Aplicación de Medidas de Apremio establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, dado que no existe la fracción III, en el referido lineamiento, y que, es en el punto Cuarto de los citados lineamientos, donde se establece la competencia para proponer, calificar y aprobar las medidas de apremio. 

No obstante lo anterior, a nada práctico conduciría determinar la nulidad por la omisión en que incurrió la autoridad al fundar correctamente su competencia en dichos lineamientos, ya que su consecuencia sería únicamente que se emitiera una nueva resolución en la que se funde debidamente la competencia, reiterando el sentido de lo resuelto en el acto impugnado; pues solo se omitiría referir el lineamiento Tercero fracción III y, en su lugar, señalar el lineamiento Cuarto fracción III de los Lineamientos que Determinan el Trámite Interno para la Aplicación de Medidas de Apremio establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Aunado a que, si bien es cierto que no existe la fracción III en el referido lineamiento Tercero, también lo es, que no es el único ordenamiento legal en que se fundó la competencia de la autoridad para emitir la resolución, pues también se señalaron diversos numerales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, y Reglamento Interior de la CEGAIP, de los que se advierte, que otorgan competencia al Pleno de la CEGAIP para imponer medias de apremio. Sin que la autoridad demandada esté obligada a señalar donde se puedan localizar dichos ordenamientos, ya que se encuentran publicados en el Periódico Oficial del Estado, por lo que son de observancia y aplicación obligatoria, a partir de la fecha en que inician su vigencia.
Teniendo aplicación las siguientes tesis de Jurisprudencia: 
La emitida por la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Séptima Época, Registro: 917642, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 108, Página: 85.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES. Si del estudio que en el juicio de amparo se hace de un concepto de violación se llega a la conclusión de que es fundado, de acuerdo con las razones de incongruencia por omisión esgrimidas al respecto por el quejoso; pero de ese mismo estudio claramente se desprende que por diversas razones que ven al fondo de la cuestión omitida, ese mismo concepto resulta inepto para resolver el asunto favorablemente a los intereses del quejoso, dicho concepto, aunque fundado, debe declararse inoperante y, por tanto, en aras de la economía procesal, debe desde luego negarse el amparo en vez de concederse para efectos, o sea, para que la responsable, reparando la violación, entre al estudio omitido, toda vez que este proceder a nada práctico conduciría, puesto que reparada aquélla, la propia responsable, y en su caso la Corte por la vía de un nuevo amparo que en su caso y oportunidad se promoviera, tendría que resolver el negocio desfavorablemente a tales intereses del quejoso; y de ahí que no hay para qué esperar dicha nueva ocasión para negar un amparo que desde luego puede y debe ser negado. …”

Y la emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 181186, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio de 2004, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/32, Página: 1396.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS PERO INOPERANTES. DEBEN DECLARARSE ASÍ, CUANDO EXISTA SEGURIDAD ABSOLUTA EN CUANTO A LA IRRELEVANCIA DE LA OMISIÓN EN QUE INCURRIÓ LA AUTORIDAD RESPONSABLE Y NO SEA NECESARIO SUSTITUIRSE EN SU ARBITRIO PARA DEFINIR CUESTIONES DE FONDO. Conforme a la jurisprudencia de la Tercera Sala de la anterior integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro es: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES.", cuando en un juicio de amparo se considere fundado un concepto de violación por razones de incongruencia por omisión, pero a la vez se advierta que tal cuestión no es apta para resolver el asunto en forma favorable a los intereses del quejoso, el concepto aducido, aun cuando sea fundado, debe declararse inoperante, por razones de economía procesal, atendiendo a que a nada práctico conduciría conceder el amparo y protección de la Justicia Federal para el efecto de que se analizara una cuestión innecesaria, dado que el sentido del fondo del asunto seguiría siendo el mismo, en detrimento del principio de economía procesal y la pronta administración de justicia que establece el artículo 17 constitucional. Sobre esas bases, el tribunal de amparo debe pronunciarse respecto de los puntos que no fueron abordados por la autoridad de la instancia, porque de concederse la protección federal para que se subsanen no cambiaría el sentido del acto reclamado. Por tanto, es improcedente esa declaración de inoperancia cuando no existe la seguridad absoluta de la irrelevancia de la omisión en que haya incurrido la autoridad común al ser necesario el ejercicio de su arbitrio jurisdiccional para dilucidar aspectos de fondo, ya sea en valoración de pruebas, apreciación de hechos, interpretación y aplicación de normas o de contratos, porque en estos supuestos invariablemente corresponde a la autoridad ocuparse del análisis de las cuestiones omitidas, pues de lo contrario, la potestad de amparo podría dejar inaudita a una de las partes; de ahí que la determinación de que un concepto de violación es fundado pero inoperante, únicamente es adecuada ante una clara y evidente solución del asunto, pero no cuando se requiere de mayores reflexiones en ejercicio del aludido arbitrio jurisdiccional. …”

En ese tenor, se procede al estudio del Segundo concepto de impugnación, que medularmente dice:
“SEGUNDO.- La resolución impugnada deriva de un procedimiento administrativo respecto del cual había operado la caducidad prevista en el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí...”
“... los artículos 205 y 206 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, establecen...”

“En ese orden de ideas, ...la caducidad del procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones por incumplimiento a las obligaciones previstas en la Ley... opera transcurrido un plazo de treinta días contados a partir de la expiración del plazo del que gozaba la autoridad para dictar la resolución correspondiente.”
“... la resolución impugnada es ilegal, toda vez que la misma fue emitida y hecha del conocimiento del hoy actor después de que fenecieran los 30 días que contempla el artículo 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismos que empezaron a computarse a partir de que feneció el plazo que tenía la autoridad administrativa para emitir la resolución correspondiente, concatenado con el artículo 209 del Código de referencia.

Concepto de impugnación que resulta infundado, en razón de que en el caso que nos ocupa, la multa impugnada en este juicio de nulidad fue aplicada como medida de apremio, cuyo objeto es asegurar el cumplimiento de las determinaciones de la autoridad que la impone, de ahí que no opera la caducidad, pues la multa no deriva de un procedimiento administrativo sancionador como tal, sino de una medida para hacer cumplir las determinaciones de la CEGAIP.
En consecuencia no son aplicables los artículos 205 y 206 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, y tampoco los numerales 194 y 209 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; siendo que en el caso de los artículos 205 y 206 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, regulan los procedimientos administrativos sancionatorios por infracciones cometidas por parte de sujetos obligados que no cuenten con la calidad de servidor público ni sean partidos políticos o, candidatas o candidatos independientes; y tratándose del numeral 209 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se encuentra dentro del Capítulo VIII, Infracciones y Sanciones Administrativas, que establece el procedimiento de imposición de sanciones a particulares, por infracciones cometidas en asuntos y trámites de la competencia de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal; por lo que es claro que no resultan aplicables al caso que nos ocupa, pues por un lado, el actor sí tiene la calidad de servidor público y, por otro, la multa impugnada no se impuso en un procedimiento sancionador. Para mejor comprensión se transcriben los numerales en comento.
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:
“ARTÍCULO 205. Las infracciones a lo previsto en la Ley General y la presente Ley, por parte de sujetos obligados que no cuenten con la calidad de servidor público ni sean partidos políticos o, candidatas o candidatos independientes, serán sancionadas por la CEGAIP de conformidad con lo dispuesto en este Capítulo.
Si con motivo del desahogo de una verificación que realice la CEGAIP, o denuncia que reciba éste, o tuviera conocimiento de un presunto incumplimiento de alguna disposición de esta Ley o de la Ley General, iniciará el procedimiento a que se refiere a los sujetos descritos en el párrafo anterior, a efecto de determinar la sanción que corresponda.”
“ARTÍCULO 206. El procedimiento a que se refiere el artículo anterior dará comienzo con la notificación que efectúe la CEGAIP al presunto infractor en su domicilio.
Dicha notificación deberá describirlos (sic) hechos e imputaciones que motivaron el inicio del procedimiento y le otorgarán un término de quince días para que rinda pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso de no hacerlo, la CEGAIP, de inmediato, resolverá con los elementos de convicción que disponga.
La CEGAIP, admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá a su desahogo; y concluido que esto sea, notificará al presunto infractor el derecho que le asiste para que, de considerarlo necesario, presente sus alegatos dentro de los cinco días siguientes a su notificación.
Una vez analizadas las pruebas y demás elementos de convicción, la CEGAIP, resolverá, en definitiva, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que inició el procedimiento sancionador. Dicha resolución deberá ser notificada al presunto infractor y, dentro de los diez días siguientes a la notificación, se hará pública la resolución correspondiente.
Cuando haya causa justificada por acuerdo indelegable del Pleno de la CEGAIP, podrá ampliar por una sola vez y hasta por un periodo igual el plazo de resolución.”
[Énfasis añadido]
Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:
“Capítulo VIII 
Infracciones y Sanciones Administrativas”
“ARTÍCULO 206. Las sanciones administrativas deberán estar previstas en las leyes o reglamentos respectivos, y podrán consistir en:

I. Amonestación con apercibimiento;

II. Multa;

III. Arresto hasta por treinta y seis horas;

IV. Clausura temporal o permanente, parcial o total, y

V. Las demás que determinen las leyes o reglamentos.”
“ARTÍCULO 207. Sin perjuicio de lo establecido en las leyes administrativas, en caso de reincidencia se duplicará la multa impuesta por la infracción anterior, sin que su monto exceda del doble del máximo.”
“Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, sólo podrá ser sancionado con una multa que no exceda del importe de un Salario mínimo diario vigente en la entidad; en el caso de los trabajadores no asalariados, la multa no excederá del equivalente a un día de su ingreso.”
“ARTÍCULO 208. Para imponer una sanción la autoridad administrativa deberá notificar previamente al infractor del inicio del procedimiento, para que éste dentro de los quince días siguientes exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso aporte las pruebas con que cuente.”
“ARTÍCULO 209. Una vez oído al infractor y desahogadas las pruebas ofrecidas y admitidas, se procederá, dentro de los diez días siguientes, a dictar por escrito la resolución que proceda, la cual será notificada en forma personal o por correo certificado.”
[Énfasis añadido]
Por último, referente al numeral 194 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que literalmente establece:
“ARTÍCULO 194. En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, cuando se produzca su paralización por causas imputables al mismo, la administración pública estatal o municipal le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. 

Expirado dicho plazo sin que el interesado requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la administración pública estatal o municipal acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. 

Contra la resolución que declare la caducidad de la instancia procederá el recurso de revisión previsto en el artículo 130 del presente Código. La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones del particular ni de la administración pública estatal o municipal, según corresponda, pero los procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de prescripción. 

Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo de treinta días a partir de la última actuación tendiente al dictado de la resolución.”

Debe puntualizarse que la citada caducidad no resulta aplicable al procedimiento realizado por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, ya que dicha figura jurídica se encuentra establecida para las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal; y es el caso que, la autoridad demandada no es una dependencia o entidad del Estado o Municipios, sino un órgano constitucional autónomo e independiente de la administración central, paraestatal o paramunicipal; excluida por tanto, de lo ordenado por el numeral 194 del Código Procesal Administrativo en consulta, que resulta aplicable sólo a las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, a los municipios del Estado, así como a los organismos públicos descentralizados estatales y municipales; ello con sustento en lo dispuesto por los artículos, 7° fracción I de la Ley Orgánica de este órgano jurisdiccional, así como 162 y 163 del citado Código Procesal Administrativo, que también la excluyen.
Por lo que tampoco resulta aplicable la tesis aislada que se transcribe en este concepto de impugnación.

Precisado lo anterior, se procede al estudio del Tercer concepto de impugnación, en la parte que se impugna la medida de apremio aplicada al actor, que se estudia en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte medular señala lo siguiente:
“... la CEGAIP, al fincar la multa de... vulnera los artículos 14, 16... de la Constitución Federal, por la inexacta aplicación y multa excesiva de las medida de apremio...”

“...no funda ni motiva la determinación de la autoridad emisora, al imponerme ilegalmente una multa económica tan excesiva...”
“...la autoridad determina una multa consistente en... sin tomar en cuenta lo que establece la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 189 y 190, que establecen que las medidas de apremio para las multas...”

“...haciendo uso de su arbitrio y una mala interpretación de los artículos ya invocados, me imponga una multa económica excesiva la cual atenta contra el principio de fundamentación y motivación... sin justificar plenamente como cuantifica los daños que se hubieran producido o que puedan producirse, la intencionalidad o no de la acción u omisión... la gravedad de la infracción, la determinación de la capacidad económica y sobre todo el que no existe reincidencia...”
Del estudio y análisis de los argumentos contenidos en el concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado y suficiente, para decretar la nulidad de la resolución que se impugna, toda vez que en la imposición de medidas de apremio se dejaron de aplicar las disposiciones legales debidas.

Ello es así, pues de conformidad con lo dispuesto en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, las medidas de apremio se impondrán tomando en cuenta los elementos que el mismo establece; por tanto, la autoridad que la aplica, previo a determinar cuál de las medidas de apremio va a imponer, debe realizar un estudio de cada uno de los elementos contenidos en el referido numeral, señalando de manera clara y precisa, cuáles se encuentran acreditados y en qué medida benefician o perjudican al sujeto obligado; de igual manera para determinar la medida de apremio a imponer, debe considerar las posibles medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la misma Ley, otorgando un valor a cada elemento y medida de apremio establecidos, a efecto de realizar la ponderación, que en el caso de las medidas de apremio debe llevarse a cabo, para obtener de manera congruente, el resultado justo y equilibrado que corresponda.
Siendo conveniente transcribir los numerales en comento, que en la parte que interesa establecen:

“ARTICULO 189. Las medidas de apremio y sanciones se impondrán tomando en cuenta los siguientes  elementos:
I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra;

II. La conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público en materia de transparencia;

III. El beneficio de los sujetos obligados, daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información, derivado del incumplimiento de las  obligaciones;

IV. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público;

V. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor;

VI. La antigüedad en el servicio;

VII. La reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones, y

VIII. En su caso, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta.”
“ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones:

I. Amonestación pública o privada, y
II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida  y actualización vigente. ...”
Ahora bien, en el considerando segundo de la resolución impugnada, relativo a la Imposición de la medida de apremio, se advierte que la demandada para imponer al hoy actor, la medida de apremio consistente en multa máxima establecida en el artículo 190 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, estableció una escala de valores, con base en el porcentaje de cumplimiento de las obligaciones de transparencia; señalando en lo conducente:
“SEGUNDO. Imposición de la medida de apremio.

“... Por ende para la aplicación de las sanciones, este Pleno determina que es necesario establecer en la presente resolución los parámetros que se utilizan para determinar el monto de la multa a aplicar, para lo cual, debe de considerarse... que el porcentaje mínimo de cumplimiento es del ochenta por ciento sobre la publicación de las obligaciones de transparencia, por tanto ese porcentaje equivale a una calificación aprobatoria.”

“De ahí que en atención a los principios de certeza, imparcialidad, legalidad y objetividad... en la aplicación de las medidas de apremio derivadas del cumplimiento de las obligaciones de transparencia, es de considerar aplicarlas de acuerdo con lo siguiente:”

“El porcentaje de cumplimiento debe ser sobre el 100% cien por ciento, de acuerdo al lineamiento citado, pero además, ese mismo lineamiento establece que el porcentaje mínimo es de 80% ochenta por ciento, lo que equivale a la calificación aprobatoria.”

“Así, si el porcentaje de aprobación es de 80% ochenta por ciento, sobre el 100% que es la máxima, nos arroja que se trata de múltiplos de 20% veinte por ciento.”

“... Bajo lo anterior, si el rango mínimo de porcentaje de cumplimiento es de 80% ochenta por ciento -que equivale a una calificación aprobatoria- luego, de acuerdo a los montos de las multas -en cuanto a los rangos de ciento cincuenta hasta mil quinientas unidades de medida- se obtiene que, si se toma en cuenta que el monto mínimo de la multa -multa de ciento cincuenta unidades de medida- equivale del 61% sesenta y uno por ciento al 79.9% setenta y nueve por ciento y, por otro lado, el monto máximo de la multa –de mil quinientas unidades de medida- es de 0% cero por ciento a 20% veinte por ciento; y, por lo que toca a los montos intermedios, esto es, entre los mínimos y máximos de las multas relacionados con el porcentaje de cumplimiento, los montos de las multas se restan, o sea, mil quinientas unidades de medida –multa máxima- ciento cincuenta unidades de medida –multa mínima- lo que nos da un resultado de mil trescientas cincuenta unidades de medida, dividida entre tres -porque el monto máximo y mínimo ya está establecido por el legislador y, aquí se trata del monto de la multa en los puntos intermedios- nos da un resultado de cuatrocientas cincuenta unidades de medida; luego, si el monto máximo de la multa es de mil quinientas unidades de medida –que de acuerdo a los múltiplos de veinte por ciento ya vistos es de cero por ciento a veinte por ciento- menos cuatrocientas cincuenta unidades de medida nos da un resultado de mil cincuenta unidades de medida para el porcentaje del veintiuno por ciento al cuarenta por ciento; luego, mil cincuenta unidades de medida menos cuatrocientas cincuenta unidades de medida nos da un resultado de seiscientas cincuenta unidades de medida para el porcentaje del cuarenta y uno por ciento al sesenta por ciento de porcentaje de cumplimiento; y, finalmente seiscientas unidades de medida menos cuatrocientas cincuenta unidades nos arroja un resultado de ciento cincuenta unidades de medida, para el porcentaje del sesenta y uno por ciento al setenta y nueve punto nueve por ciento.

Lo anterior para quedar así:

	Porcentaje de cumplimiento
	Multa

	Del 0% cero por ciento, al 20% veinte por ciento
	Multa máxima que equivale a mil quinientas veces la unidad de medida

	Del 21% veintiuno por ciento al 40 % cuarenta por
ciento 
	Multa que equivale a mil cincuenta veces la unidad de medida

	Del 41 % cuarenta y uno por ciento al 60% sesenta por ciento
	Multa que equivale a seiscientas veces la unidad de medida

	Del 61% sesenta por ciento al 79.9% setenta y nueve punto  nueve
	Multa que equivale a ciento cincuenta veces la unidad de medida


Por ello, la sanción de la multa a aplicar por parte de esta Comisión de Transparencia equivale al porcentaje de cumplimiento en múltiplos de veinte, en el entendido de que, entre menos porcentaje de cumplimiento sobre la publicación de las obligaciones de transparencia, mayor será la multa a aplicar. 

Ahora, esta Comisión de Transparencia determina que impone a ********** como **********de la ********** la multa prevista en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado... en virtud de que de acuerdo al porcentaje de cumplimiento es de 26.59% veintiséis punto cincuenta y nueve por ciento. 
[Énfasis añadido]
De lo que se observa, que la demandada sustenta la medida de apremio que aplicó, en base al porcentaje de cumplimiento de la obligación de la publicación de las obligaciones de transparencia, estableciendo una escala de valores de acuerdo al mayor o menor porcentaje de cumplimiento, sin tomar en consideración los elementos establecidos por el artículo 189 de la misma Ley; lo que resulta ilegal, de ahí que la valoración realizada por la autoridad en la resolución impugnada, tal como se expone, carece de base legal alguna para sustentar la medida de apremio consistente en la multa máxima establecida en el artículo 190 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; toda vez que para imponerla, previamente debía efectuar un análisis y valoración de los elementos establecidos en el artículo 189 en cita, mediante un razonamiento que indique el parámetro de medición aplicado a cada elemento, otorgándoles un valor a cada uno de ellos, para posteriormente ponderarlos en lo individual y en su conjunto; lo que debe llevarse a cabo en el caso de aplicación de medidas de apremio y sanciones, para obtener de manera congruente con el grado de responsabilidad derivado de los elementos analizados, el resultado justo, equilibrado y congruente que corresponda; pues solo así podía imponer al hoy actor la medida de apremio que en derecho corresponda.
Sin que pase inadvertido para esta Sala, que en la resolución impugnada, en el considerando Tercero, número 6. Calificación, imposición y aprobación de la medida de apremio; se transcribió el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, señalándose que la medida de apremio que proceda se calificaría en términos de este numeral, lo que no aconteció, ya que en el considerado Séptimo, si bien es cierto, se hizo un pronunciamiento respecto de los elementos contenidos en el referido artículo; también lo es, que la determinación de la multa máxima que se impuso como medida de apremio, no se realizó con base en una valoración de los citados elementos, pues no se desprende de su texto, que exista una legal ponderación y valoración de todos y cada uno de ellos; toda vez que, como se ha venido señalando, la multa fue determinada con base en el porcentaje de cumplimiento de la obligación de transparencia, lo que torna ilegal la medida de apremio, ante la indebida fundamentación y motivación de la misma. 

Lo anterior es así, ya que al referirse a los elementos contenidos en el artículo 189 a que se ha hecho referencia, señala lo siguiente:

Que la fracción I, gravedad de la responsabilidad en que se incurra, fue analizada en correlación con lo dispuesto en el lineamiento Séptimo de los Lineamientos que deberá seguir el trámite interno para la aplicación de medidas de apremio establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; que en el caso hay una falta grave de responsabilidad por el incumplimiento a una determinación de la Comisión de Transparencia; que con tal omisión se causa un daño al principio de máxima publicidad en la obligación de publicar la información, en perjuicio de la población en general que no ha logrado acceder la información de forma correcta, completa y oportuna; que existen indicios de intencionalidad de no cumplir con la publicación de la información que fue ordenada por la Comisión demandada, al tener un porcentaje de 26.59% de publicidad; que el veintitrés de agosto de dos mil dieciocho, se requirió al actor por el cumplimiento de publicar la información en un término de cinco días, que el dieciocho de febrero de dos mil diecinueve, al realizar la tercera revisión obtuvo un porcentaje de doce punto sesenta y uno por ciento (sic), por lo que el incumplimiento ha persistido por un lapso considerable de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 101, segundo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; y, que existe afectación al ejercicio de las atribuciones de la CEGAIP contenidas en los artículos 27 y 34, fracción XXV de la Ley en mención, pues no ha garantizado el derecho de acceso a la información, dado que el sujeto obligado no publicó la información que le fue ordenada.

De lo que se obtiene, que la determinación de la gravedad de la falta se hace con base en el grado de cumplimiento de la obligación de transparencia, señalando en forma errónea que fue del 12.61%, cuando inicialmente dijo que fue del 26.59%; y respecto al daño ocasionado, no se precisa como es que la falta de publicación de la información ocasionó un daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información; pues solo dice en forma genérica y dogmática, que se causa un daño al principio de máxima publicidad en la obligación de publicar la información, en perjuicio de la población en general que no ha logrado acceder la información de forma correcta, completa y oportuna; pero no señala de manera concreta qué personas se vieron afectadas ante la falta de publicación, es decir, si existió algún particular que requirió de dicha información, y que ante la omisión de publicarla se hubiera visto afectado en su derecho de conocerla. 

En cuanto a la afectación al ejercicio de las atribuciones de la CEGAIP contenidas en los artículos 27 y 34, fracción XXV de la Ley en mención; tampoco se acredita, que por el incumplimiento del sujeto obligado, la CEGAIP no haya garantizado el derecho de acceso a la información, pues esta autoridad para cumplir con sus atribuciones, cuenta con otras facultades, como en el caso se trata de la imposición de medidas de apremio. 

En cuanto a la fracción II, la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público en materia de transparencia; vuelve a señalar que en el caso hay un incumplimiento a lo que esa Comisión de Transparencia le ordenó; que la medida de apremio tiene como finalidad el cumplimiento de las determinaciones que esa Comisión de Transparencia dicta, para obligar a través de tales medios a acatar la resolución respectiva; y, que resulta indispensable suprimir esas prácticas que infringen sus obligaciones para garantizar el derecho de acceso a la información pública. Argumentos dogmáticos o genéricos, que a nada conducen para expresar cuál es esa conveniencia de suprimir malas prácticas en el desempeño del servidor público en materia de transparencia, pues no se concluye en algo concreto deducido de dicha fracción, que explique la utilidad de aplicar o imponer, como indebidamente se hizo, la multa más alta del numeral 190 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, además de que omitió valorar dicho elemento a favor o en contra del infractor, para equilibrar la conducta desplegada respecto de la medida de apremio a imponer.

Respecto a la fracción III, el beneficio de los sujetos obligados, daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información, derivado del incumplimiento de las obligaciones; refiere que no advierte que derivado del incumplimiento el sujeto obligado haya obtenido un beneficio, pero ocasionó un daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información; sin especificar cómo es que la falta de publicación de la información ocasionó un daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información, pues no precisa de manera concreta qué personas se vieron afectadas ante la falta de publicación, es decir, si existió algún particular que requirió de dicha información, y que ante la omisión de publicarla se hubiera visto afectado en su derecho de conocerla; ello aunado a que tampoco se contiene una valoración de dicho elemento a favor o en contra del sujeto obligado, para equilibrar la conducta desplegada respecto de la medida de apremio que impuso. 

En cuanto a la tesis que transcribe, referente a las diversas sanciones que las autoridades pueden aplicar por lo actos u omisiones de los servidores públicos, debe decirse que respecto a las sanciones económicas, como es la determinación de multas, éstas deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y los daños y perjuicios patrimoniales causados y, que cuando éstos no existan, lo procedente es aplicar otra de las sanciones previstas en la propia ley; por lo que no es aplicable para justificar la medida de apremio que se impuso, máxime que el artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, contiene dos fracciones, que establecen diversas medidas de apremio.

En cuanto a la fracción IV, las circunstancias socioeconómicas del Servidor Público; aduce que la Comisión cuenta con algunos datos que le permiten conocer las circunstancias socioeconómicas; que tiene un sueldo neto de ********** que**********recibe una remuneración económica como servidor público por arriba de la unidad de medida, y que por ello se encuentra acreditada la condición económica. Sin que se contenga una valoración de dicho elemento a favor o en contra del sujeto obligado, que  justifique de manera fundada y motivada la razón por la que se concluyó que la medida de apremio impuesta es la que corresponde.
Referente a las fracciones V y VII del artículo 189, el nivel jerárquico, los antecedentes del infractor; y la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones; señala que al ser el ********** está acreditado el nivel que ocupa; que la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones, se analiza de acuerdo a los datos sobre los antecedentes del infractor, y que en el caso no hay reincidencia, pero que el incumplimiento amerita una multa, porque tiene una calificación de doce punto sesenta y uno por ciento en la publicidad en la información, en perjuicio de la ciudadanía que no puede acceder a la información; y que para efecto de aplicar la multa prevista en el artículo 190 fracción II de la Ley de Transparencia, no es caso de que exista reincidencia, por existir incumplimiento a las obligaciones de transparencia. A ese respecto, debe decirse que, el incumplimiento en la publicación de la información no es determinante para imponer la multa máxima establecida como medida de apremio; pues ésta, debe obtenerse como resultado de la valoración y ponderación integral de los ocho elementos establecidos en el artículo 189 de la citada Ley. Además de que se omite realizar una valoración de dichos elementos a favor o en contra del sujeto obligado, para equilibrar la conducta desplegada respecto de la medida de apremio que impuso. Y dado que la reincidencia no existe, tal y como fue reconocido ese elemento, debe valorarse en beneficio del encausado.

En relación con la fracción VI, la antigüedad en el servicio; solo menciona que la fecha de alta del actor en el cargo que desempeña es del veinte de septiembre de dos mil diecisiete, que desde esa fecha conocía su obligación, y que a mayor antigüedad en el cargo mayor responsabilidad, por tener mayor experiencia para atender los asuntos. Lo que se trata de apreciaciones subjetivas e infundadas, pues la mayor o menor responsabilidad no se mide en base la experiencia para atender los asuntos, sino en la ponderación que se haga de los elementos contenidos en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Por último, en cuanto a la fracción VIII, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta; reitera que al no dar cumplimiento a lo ordenado para garantizar el acceso a la información pública, existieron los medios de ejecución sobre la falta, que en el caso es precisamente el incumplimiento que se le imputa. Argumentos genéricos y dogmáticos, que a nada conducen para expresar cuales fueron las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta, pues solo dice que es el incumplimiento que se le imputa, sin concluir en algo concreto deducido de dicha fracción, además de que no se contiene una valoración de este elemento a favor o en contra del sujeto obligado, para equilibrar la conducta desplegada respecto de la medida de apremio a imponer.

De lo que es claro, que la autoridad demandada omite realizar un estudio pormenorizado de cada uno de los elementos, con base en el cual pueda determinar, cuáles se valoran en beneficio del aquí actor, y cuáles en su perjuicio, pues solo señala que la falta es grave por incumplimiento a una determinación  de la Comisión de Transparencia; cuando que, la gravedad de la falta solo es uno de los elementos a considerar, con su valoración, ponderación y puntuación propias, que no puede influir para tener por demostraros los demás elementos en perjuicio del sujeto obligado, pues no es determinante para imponer la multa máxima establecida como medida de apremio; ya que ésta, debe obtenerse como resultado de la valoración y ponderación integral de los ocho elementos referidos. Ahora bien, la omisión de publicar el mínimo del porcentaje aprobatorio de cumplimiento de la obligación de transparencia, es la conducta que generó el inicio del expediente del que emana la resolución impugnada, en cuyo caso, la existencia de ese incumplimiento, por sí mismo, tampoco es lo que determina, ni la demostración de los elementos, ni la medida de apremio que se va a imponer:

Por lo que se reitera, la autoridad demandada omitió en el acto impugnado, efectuar una valoración de cada uno de los ocho elementos contenidos en el artículo 189, en relación con las medidas de apremio establecidas en el numeral 190, ambos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, cuando del valor que se otorgue a cada uno de ellos, y de su ponderación, depende la medida de apremio que se va a aplicar, pues la suma que arroje la cantidad de elementos evaluados en contra, menos la suma que arroje la cantidad de elementos evaluados a favor, será lo que sirva de base para graduar la medidas de apremio a imponer, según se precisará en el siguiente considerando.

En esa tesitura, el estudio que hizo la demandada de los elementos del artículo 189 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que permiten ponderar o graduar las medidas de apremio, no cumple con la debida fundamentación y motivación, pues por un lado, fueron tomados en cuenta de manera general, sin especificar en qué medida afectan o benefician al sujeto obligado; y por otro, no fueron valorados, ponderados y graduados todos los elementos tanto en lo individual como en su conjunto; generando que la medida de apremio que se impuso sea inequitativa, desproporcionada y violatoria de los derechos humanos del accionante. 

SÉPTIMO.- Por otra parte, esta Sala Unitaria advierte la intención de la autoridad demandada, de aplicar un método o regla similar al sistema decimal utilizado en materia penal, con diversa denominación dependiendo del país, de la teoría o doctrina respectiva, el cual parte de un mínimo y hasta un máximo, en cuyo parámetro entran en juego los resultados de todos aquéllos factores o elementos favorables o en contra del infractor, pudiendo el juzgador ubicar el grado de responsabilidad iniciando por el mínimo o leve hasta llegar al máximo o grave, pasando por uno medianamente grave y los equidistantes entre cada uno de ellos, deteniéndose en el grado justo que corresponda, imaginando el fiel de la balanza o las manecillas del reloj, según los elementos o circunstancias del asunto; lo cual es aplicable al procedimiento administrativo como el que nos ocupa, por lo que es correcto aplicar el sistema decimal para determinar las medidas de apremio a imponer; con la salvedad de que debe aplicarse con base en los elementos contenidos en el artículo 189 de la Le Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

En esa tesitura, es necesario puntualizar, que la escala de valoración, al aplicar el sistema decimal mencionado, no se calcula considerando el porcentaje de incumplimiento de la obligación, como indebidamente lo hace la autoridad demandada, sino que debe tomarse en cuenta cada uno de los elementos contenidos en el artículo 189 de la Ley en cita, y calcularse utilizando un máximo común denominador de acuerdo con la necesidad de ponderar nuestro universo de elementos, como sería de cero a diez, de cero a cien, de cero a mil, etcétera, a fin de obtener un resultado más justo, en cuyo caso se divide el máximo de la escala entre el número de factores o elementos de que se trate, para dar el valor que corresponda a cada uno de ellos.

En ese tenor, la autoridad demandada, para determinar la medida de apremio que corresponda imponer, debe valorar de manera exhaustiva cada uno de los elementos del artículo 189 de la Le Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, aplicando el sistema decimal aludido, partiendo del hecho de que deben ponderarse en su totalidad, para luego buscar de entre las medidas de apremio previstas en el artículo 190 de la citada Ley, cuál es la que corresponde de acuerdo al grado de valoración obtenido y ser la adecuada para sancionar las obligaciones incumplidas, imponiendo una medida de apremio o sanción menor cuando la suma de los elementos valorados a favor del sujeto obligado supere la suma de los elementos valorados en contra y, una mayor, cuando la suma de las elementos valorados en contra supere aquéllos, pero siempre nivelando o equilibrando la correspondiente escala de valores de uno y otro numeral en el punto en que coincidan los resultados señalados.
En ese sentido, se debe tomar en cuenta que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en su artículo 189 anteriormente transcrito, establece ocho elementos. De esta manera, utilizando el ejemplo de cero a cien conforme al sistema decimal, una vez dividido el máximo común denominador entre los ocho elementos que contiene el citado artículo 189, en la escala de valores corresponde a cada uno de los ocho elementos un valor de 12.5 doce punto cinco; los cuales deberán ponderarse en lo individual para determinar si adquieren la totalidad del valor o adquieren una puntuación inferior, dependiendo de las diversas circunstancias existentes y plenamente acreditadas que resulten aplicables en cada elemento, estableciendo en qué medida operan a favor o en contra del infractor; de tal manera que, sumados en su conjunto todos los valores obtenidos, el resultado servirá de base para obtener el grado de responsabilidad del sujeto obligado; para luego ubicar con el mismo método la medida de apremio a imponer, en el diverso artículo 190 de la misma Ley, que permitirá agravar o atenuar la misma, sin necesidad de aplicar arbitrios personales o apreciaciones subjetivas.

En este mismo orden de ideas, la escala de valores proveniente del sistema decimal, debe aplicarse para seleccionar las medidas de apremio y sanciones previstas en el numeral 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, con el objeto de empatarlas, nivelarlas, equilibrarlas o darles correspondencia, con el grado de responsabilidad obtenido en la ponderación de los elementos del artículo 189 del mismo cuerpo de leyes; esto es, la demandada debe someter a una puntuación o escala de valores, tanto los elementos del numeral 189, como la determinación de medidas de apremio previstas en el artículo 190, que han sido citados, para obtener un resultado adecuado o acorde al estudio que se efectúa, debidamente fundado y motivado; pues no hacerlo así resultaría arbitrario, como ocurrió en el caso que nos ocupa, ya que en la resolución impugnada no existe razonamiento alguno, ni se indica el fundamento legal que permita a la demandada imponer al hoy actor la medida de apremio consistente en una multa máxima, basada en el porcentaje de incumplimiento de una obligación de transparencia; pues como se ha venido señalando, la ponderación en el caso de las medidas de apremio, debe llevarse a cabo considerando tanto los elementos del numeral 189, como la determinación de medidas de apremio previstas en el artículo 190 a que se ha hecho referencia, para obtener de manera congruente, el resultado justo y equilibrado que corresponda.
En ese sentido, se debe considerar que el numeral 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, establece dos fracciones que contienen las medidas de apremio a imponer, al aplicar el ejemplo de cero a cien del sistema decimal referido, a cada fracción en la escala de valores le corresponde un valor de 50 cincuenta, que se obtienen de dividir 100 cien entre 2 dos; en tal sentido, las medidas de apremio que correspondan, deberán tasarse de mínimo a máximo, esto es, correspondiendo un valor para cada una las citadas fracciones del artículo 190, como enseguida se menciona:

Para la fracción I, que contiene amonestación privada y amonestación pública, corresponde un valor de 50; siendo del 0.01 unidades hasta un valor de 25 unidades para amonestación privada, y de 25.01 hasta 50 unidades para amonestación pública.

Para la fracción II, multa de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente, corresponde un valor de 50, siendo de 50.01 unidades para la multa de ciento cincuenta veces la unidad de medida y actualización vigente, y de 100 unidades para la multa de mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente; de ahí que para las variaciones intermedias aplicará un valor de 50.02 a 99.9, en razón de que esta medida de apremio admite diferentes resultados entre su mínimo y máximo.

De lo que resulta que se impondrá una menor medida de apremio, a quien obtenga una valoración menor de los elementos referidos en el artículo 189 de la Ley de la materia, cuya puntuación o valor deberá coincidir con el valor o número de puntos de la medida de apremio; y, por tanto, podrá imponerse una mayor, a quien le resulte una valoración mayor de dichos elementos, que necesariamente habrá de coincidir con el número de puntos o valor asignado a la medida de apremio.

Así las cosas, a fin de evitar la demora en la solución del presente asunto y que no se incurra en violación a los derechos humanos del justiciable, contenidos en el artículo 17 Constitucional, relativos al acceso a una justicia impartida en los plazos y términos que fijen las leyes, mediante resoluciones emitidas de manera pronta, completa e imparcial; se citan los siguientes ejemplos, que las autoridad demandada debe considerar al emitir su resolución:

Para la imposición de la medida de apremio prevista en la fracción I, del artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, consistente en Amonestación ya sea pública o privada, se impondrá a quienes acumulen desde 0.01 hasta 50 de puntos de elementos evaluados en contra; correspondiendo la amonestación privada a los de 0.01 a 25 y, la amonestación pública a los de 25.01 a 50. 

De igual manera, para la fracción II, consistente en multa de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida de actualización vigente, se impondrá a quienes acumulen desde 50.01 hasta un tanto de 100 de los elementos valuados en su contra; correspondiendo la multa de ciento cincuenta veces la unidad de medida de actualización vigente a quienes obtengan la puntación de 50.01 puntos y, la multa de mil quinientas veces la unidad de medida de actualización, a los que alcancen 100 puntos de la suma de tales elementos; y toda vez que la multa admite variaciones intermedias entre su mínimo y máximo, deberán aplicarse las que correspondan a los valores de 50.02 hasta 99.9 puntos, debiendo especificar los parámetros que se tomen en cuenta para aplicar la mayor o menor puntuación y el número de unidades de medida y actualización que corresponda.
En consecuencia, de conformidad al sistema decimal establecido, procederá imponer la medida de apremio o sanción administrativa que corresponda, dependiendo de la suma que arroje la cantidad de elementos evaluados en contra menos la suma que arroje la cantidad de elementos evaluados a favor, sirviendo entonces esta suma y resta para graduar la medida de apremio a imponer, inclusive la que corresponda a las subdivisiones que de la medida de apremio se establezcan y lo prevea el artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Clarifica y sirve de apoyo a lo anterior, por analogía al caso que nos ocupa, la Tesis de Jurisprudencia en materias Constitucional y Penal, cuyos datos se indican a continuación:

Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2014660, Instancia: Plenos de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 30 de junio de 2017 10:36 h, Materia(s): (Constitucional, Penal), Tesis: PC.I.P. J/31 P (10a.), que refiere: 

“INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. CONTROL CONSTITUCIONAL DEL ARBITRIO JUDICIAL (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). En amparo directo, para verificar el respeto a los derechos humanos del sentenciado en lo relativo a la individualización de la pena, debe analizarse si la autoridad responsable llevó a cabo un pronunciamiento fundado y motivado en ese tema, aun ante la falta de conceptos de violación, por lo que se debe verificar si dicha autoridad expuso el análisis de los elementos contemplados en los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, y si señaló las razones para establecer el grado de culpabilidad o si hizo suyos los argumentos del Juez de primera instancia que también deben cumplir con esos requerimientos, pues de no fundar y motivar ese grado, deberá concederse el amparo para efectos de que se cumpla con ese derecho humano, pero sin indicarle a la autoridad responsable cuál es el grado de culpabilidad que corresponde al sentenciado, porque esa determinación está reservada al arbitrio judicial de la autoridad de instancia que no es ilimitado, pues está sujeto al cumplimiento del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera que será la autoridad responsable quien debe establecer cuáles factores son los que le perjudican al acusado frente a los que le benefician y así fijar el grado de culpabilidad correspondiente, en virtud de que la fundamentación y motivación del grado de culpabilidad no se trata de sólo enumerar los factores establecidos en los numerales referidos del código penal de la ciudad, ya que lo relevante para el respeto al derecho humano contenido en el artículo constitucional citado, es el razonar de modo adecuado y exhaustivo la imposición de la pena en la sentencia, sin que esto implique exigir a la autoridad judicial de instancia una argumentación excesiva o que se cumpla con estándares que la ley o la jurisprudencia no establecen, pues al hacerlo así se estaría provocando implícitamente que la facultad de la autoridad de instancia estuviera limitada, cuando ésta como rector del proceso penal puede valorar en cada caso circunstancias que muchas veces no resultan evidentes al sólo analizar las constancias de la causa penal por parte del Tribunal Colegiado de Circuito, con lo que se salvaguarda el arbitrio judicial del tribunal de instancia al ser el que juzga el caso, de ahí que no es dable exigir a la autoridad responsable que el grado de culpabilidad corresponda al que estime procedente el órgano de amparo, porque implicaría una sustitución en las facultades de la justicia ordinaria e impediría al sentenciado combatir en un nuevo proceso constitucional la individualización de la pena. …”
Así como las Tesis Aisladas, citadas por analogía y para ilustrar el tema tratado, que enseguida se citan:

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Novena Época, Registro: 170605, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.604 A, Página: 1812, que dice: 

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE PONDERAR TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS COMO LOS SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO. Tanto los principios como las técnicas garantistas desarrolladas por el derecho penal son aplicables al derecho administrativo sancionador, en virtud de que ambos son manifestaciones del ius puniendi del Estado. Así, al aplicarse sanciones administrativas deben considerarse los elementos previstos por el derecho penal para la individualización de la pena, que señalan al juzgador su obligación de ponderar tanto aspectos objetivos (circunstancias de ejecución y gravedad del hecho ilícito) como subjetivos (condiciones personales del agente, peligrosidad, móviles, atenuantes, agravantes, etcétera), pues de lo contrario, la falta de razones suficientes impedirá al servidor público sancionado conocer los criterios fundamentales de la decisión, aunque le permita cuestionarla, lo que trascenderá en una indebida motivación en el aspecto material. En ese contexto, para que una sanción administrativa se considere debidamente fundada y motivada, no basta que la autoridad cite el precepto que la obliga a tomar en cuenta determinados aspectos, sino que esa valoración debe justificar realmente la sanción impuesta, es decir, para obtener realmente el grado de responsabilidad del servidor público en forma acorde y congruente, aquélla debe ponderar todos los elementos objetivos (circunstancias en que la conducta se ejecutó) y subjetivos (antecedentes y condiciones particulares del servidor público y las atenuantes que pudieran favorecerlo), conforme al caso concreto, cuidando que no sea el resultado de un enunciado literal o dogmático de lo que la ley ordena, y así la sanción sea pertinente, justa, proporcional y no excesiva. En ese tenor, aun cuando la autoridad cuente con arbitrio para imponer sanciones, éste no es irrestricto, pues debe fundar y motivar con suficiencia el porqué de su determinación. ...”
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Novena Época, Registro: 181025, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.301 A, Página: 1799, que refiere: 

“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER. De conformidad con el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos deberán establecer sanciones de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados con su conducta. De esta manera, por dispositivo constitucional, el primer parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa por la responsabilidad administrativa de un servidor público, es el beneficio obtenido o el daño patrimonial ocasionado con motivo de su acción u omisión. Por su parte, el numeral 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de contenido semejante al precepto 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta, además del señalado con antelación, los siguientes elementos: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de dicha ley; II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Por tanto, la autoridad administrativa debe buscar un equilibrio entre la conducta desplegada y la sanción que imponga, para que ésta no resulte inequitativa. Por ejemplo, si la autoridad atribuye a un servidor público el haber extraviado un expediente, y esa conducta la estima grave, pero sin dolo o mala fe en su comisión; reconoce expresamente que no existió quebranto al Estado, ni beneficio del servidor público; valoró la antigüedad en el empleo, lo cual no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que la perseverancia en el servicio público no debe tomarse como un factor negativo; tomó en cuenta si el infractor no contaba con antecedentes de sanción administrativa, y no obstante lo anterior, le impuso la suspensión máxima en el empleo, es inconcuso que tal sanción es desproporcionada y violatoria de garantías individuales. …”
Conforme a lo expuesto, le asiste la razón a la parte actora al señalar que la resolución impugnada es violatoria de las garantías de legalidad y seguridad jurídica, así como de lo establecido en los artículos 189 y 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en razón de que se le impuso como medida de apremio la multa máxima establecida en el artículo 190 fracción II, sin valorar todos y cada uno de los elementos contenidos en el artículo 189, ambos del citado ordenamiento legal; pues el criterio con base en el cual determinó la multa a aplicar, fue en consideración al porcentaje de incumplimiento de la obligación de transparencia.

En esa tesitura, resulta ilegal la resolución impugnada, emitida por la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se encuentra indebidamente fundada y motivada; pues los hechos que lo motivaron se apreciaron en forma equivocada, y contravienen las disposiciones aplicables al caso concreto, lo que se advierte de los motivos, causas y fundamentos contenidos en el acto y que sirvieron de apoyo para imponer la medida de apremio consistente en multa máxima establecida en el artículo 190 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, por lo que son insuficientes para tener por debidamente fundado y motivado el acto, de acuerdo a los razonamientos contenidos en esta sentencia.

En consecuencia, el acto impugnado incumple con los requisitos de debida fundamentación y motivación; dejando en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron; de ahí que vulnera en perjuicio del actor sus garantías y derechos fundamentales de legalidad y debido proceso, consagrados en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, y numerales 189 y 190, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, circunstancias que se desprenden del acto impugnado. 
Sirve de apoyo de lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, que a la letra dice:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”  
En tal virtud, con fundamento en los artículos 249, 250 fracciones II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución de fecha 30 de abril del año 2019, emitida por la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en el expediente ********** mediante la cual se impuso al actor la medida de apremio consistente en una multa por la cantidad de ********** que corresponde a 1050 (mil cincuenta) unidades de medida; toda vez que carece de la debida fundamentación y motivación jurídica, los hechos que lo motivaron se apreciaron en forma equivocada y, en contravención de las disposiciones legales aplicables; de ahí que fue emitido en violación a los principios de legalidad y debido proceso, tutelados por los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo, de la Constitución Política Federal, en relación con los numerales 189 y 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; por consecuencia con fundamento en los numerales 251 párrafo primero y 252 párrafo primero del Código Procesal Administrativo en consulta, se decreta su NULIDAD PARCIAL, dejándola sin efecto legal desde este momento, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando; a fin de que la autoridad demandada, cumpla con los siguientes lineamientos:
I.- Emitir una nueva resolución, reiterando aquello que se dejó intocado o no fue materia de pronunciamiento de este Tribunal, debidamente fundada y motivada, en la que se observen de manera precisa los razonamientos y lineamientos expuestos en los considerandos sexto y séptimo, particularmente, tomando en cuenta las diversas observaciones a la ponderación y valoración de los elementos y medidas de apremio establecidos en los artículos 189 y 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, para establecer la medida de apremio que corresponda.
II.-  Determinar la medida de apremio a imponer, como resultado de aplicar la metodología del sistema decimal analizada en esta sentencia; atendiendo a que el artículo 190 del citado cuerpo de leyes, establece dos fracciones que contienen las medidas de apremio a imponer, correspondiendo a cada fracción un valor de 50 para dar un total de 100; por lo que a las establecidas en la fracción I, les corresponde un valor de 50 cincuenta, siendo de 0.01 a 25 veinticinco para la amonestación privada, y de 25.01 a 50 para la amonestación pública; y a las medidas de apremio establecidas en la fracción II, les corresponde también un valor de 50 cincuenta, siendo para la multa mínima establecida un valor que va de 50.01, para la multa máxima un valor de 100, y para las intermedias un valor de 50.02 a 99.9; en tal sentido, las medidas de apremio que correspondan, deberán tasarse de mínimo a máximo; aunado a que de conformidad al sistema decimal adoptado respecto del artículo 189 a cada uno de los ocho elementos le corresponde un valor de 12.5 doce punto cinco; por lo que, al corresponderle la ponderación y valoración de los diversos factores o elementos de que se trata, con plenitud de jurisdicción debe imponer la medida de apremio que corresponda.
III.- Tomar en cuenta que en la escala de valores, la gravedad de la falta cometida adquiere un valor similar al de cualquier otro de los ocho elementos que fueron estudiados, por lo que la medida de apremio a imponer, debe ser el resultado de la valoración de todos los elementos, teniendo como parámetro para su graduación los elementos contenidos en las ocho fracciones del numeral 189 de la Ley de Transparencia citada.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que adquiera firmeza, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar en su oportunidad sobre su cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes.
Por lo expuesto y fundado en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 162, 163, 194, 248, 249, 250 fracciones II y IV, 251 primer párrafo, 252 primer párrafo, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en cuanto a las diversas autoridades demandadas Secretaría de Finanzas, Procuraduría Fiscal de la Secretaría de Finanzas, y Auditoría Superior del Estado, de acuerdo a los razonamientos vertidos en el considerando Cuarto de esta resolución.
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la Nulidad Parcial del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos contenidos en el Considerando Sexto y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia. 
CUARTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y debido a la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada por la pandemia denominada Coronavirus (COVID-19), quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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